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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
 

Caracas,  veintiocho (28)  de noviembre de 2000. Años  190º  y  141º.

 


En el proceso que por diferencia de prestaciones sociales siguen los ciudadanos CORDERO ERNESTO, VARGAS LOYO EDDY, DÍAZ TEOFILO, BRAVO CARLOS, PINEDA JAVIER, MARQUEZ DOMINGO DARIO y SALVADOR BLANCO MANUEL, representados judicialmente por el abogado Geoffrin Loyo Hidalgo, contra el MINISTERIO DE AGRICULTURA Y CRIA (M.A.C.), sin representación judicial acreditada en autos; el Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, agrario del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, en fecha nueve (9) de marzo de 1.998 repuso la causa al estado de librar nuevos recaudos de citación al Procurador General de la República, en virtud de que el Juzgado comisionado al efecto, no dió cumplimiento a los requisitos contenidos en el artículo 39 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República.


En fecha tres (3) de junio de 1.998, el Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito y de Menores de esta misma Circunscripción Judicial, conociendo en apelación, solicita la regulación de la competencia a la Sala Político-Administrativa, de la Corte Suprema de Justicia, al no considerarse competente ni por la cuantía ni por la materia fundamentado en el artículo 71 del Código de Procedimiento Civil.



En fecha 15 de febrero de 2000 fue recibido el expediente por la Sala Político Administrativa, y mediante decisión de fecha 19 de octubre de 2000, con fundamento en el artículo 262 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, declina su conocimiento en esta Sala de Casación Social, donde se dio cuenta el día nueve (9) de noviembre de 2000, designándose ponente al Magistrado Dr. Alberto Martini Urdaneta.

 


Siendo la oportunidad legal para decidir, pasa esta Sala a hacerlo, previas las siguientes consideraciones:

Ú N I C O

-I-

 


El Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, el tres (3) de junio de 1.998 declaró su incompetencia para conocer del presente asunto, en razón de la cuantía y la materia, considerando que debe conocer de la presente acción la Sala Político Administrativa de la Corte Suprema de Justicia, de acuerdo al siguiente razonamiento:

 

“…PRIMERO: La parte demandada en el presente juicio es el Ministerio de Agricultura y Cría, al cual pide se cite la parte actora.

 

SEGUNDO: La acción incoada por dichos trabajadores alcanza la suma global de DOCE MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL SETECIENTOS CUARENTA Y SEIS BOLÍVARES CON SETENTA Y CINCO CÉNTIMOS (Bs. 12. 866.746,75).

 

TERCERO: El artículo 181, de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, transitoriamente establece, que mientras se dicte la Ley que organice la jurisdicción Contencioso-Administrativo, los Tribunales Superiores Civiles, conocerán en Primera Instancia de sus respectivas Circunscripciones, de las acciones o recursos de nulidad, contra los actos administrativos de efectos generales o particulares emanados de autoridades Estadales o Municipales, de su Jurisdicción, si son impugnados por razones de ilegalidad.

 

En este caso, la presunta acción patronal emana del Ministerio de Agricultura y Cría, autoridad Nacional que no se encuentra en esta Jurisdicción, sino que tiene su sede en Caracas, Distrito Federal. A su vez, el Ministerio de Agricultura y Cría, no es sino un órgano de la Presidencia de la República, vale decir, del Ejecutivo Nacional, que por ese solo hecho escapa el conocimiento de la acción propuesta a este Juzgado Superior.

 

CUARTO: El artículo 182, eiusdem, ordinal 2º, a su vez señala que los Tribunales previstos en el citado artículo 181, conocerán en su Circunscripción de la acción que se proponga contra la República, o algún Instituto Autónomo o Empresa en la cual el Estado tenga participación decisiva, si su cuantía no excede de Un Millón de Bolívares.

 

A esto se une, que la citada Ley en su artículo 42, señala cual es la competencia de la Corte Suprema de Justicia, y en su ordinal 15 le compete conocer de las acciones que se propongan contra la República, o algún Instituto Autónomo o empresa, donde el Estado tenga participación decisiva, si su cuantía excede de CINCO MILLONES DE BOLÍVARES (Bs. 5.000.000,oo), y su conocimiento no está atribuido a otra autoridad.

 

Es el caso, de que en el presente proceso se demanda laboralmente al Ministerio de Agricultura y Cría, para el pago de las prestaciones sociales, que es un órgano eminentemente administrativo, y que en su actividad se desarrolla en el Campo de la administración Pública.

 

De aquí que, cuando se acciona contra un Ministerio directamente, como en el caso de autos, se está accionando contra la República y la materia que lo comprende, por la actividad que presuntamente se le atribuye al órgano demandado, es eminentemente administrativo, y su conocimiento corresponde a los Tribunales en lo Contencioso-Administrativo. No teniendo, como en efecto no tiene el indicado Ministerio, su sede en esta Jurisdicción en los términos previstos en el artículo 181, ya citado, tampoco estaría sometida su actuación a la competencia de este Tribunal.

 

A lo anterior debe añadirse que el monto de la acción propuesta asciende a DOCE MILLONES OCHOCIENTOS SESENTA Y SEIS MIL SETECIENTOS CUARENTA Y SEIS BOLÍVARES CON SETENTA Y CINCO CÉNTIMOS, por lo que en criterio de este Despacho, por el monto de dicha cuantía, su conocimiento le atañe a la Sala Contenciosa-Administrativa (sic) en la cual se declina la competencia por la materia y el órgano demandado, para conocimiento y decisión de la presente causa.

 

En tal sentido, este despacho solicita la Regulación de la Competencia a la Sala Contenciosa-Administrativa (sic) de la Corte Suprema de Justicia, basado en el artículo 71, del Código de Procedimiento Civil”.

 


Por su parte, la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, declinó en fecha 19 de octubre de 2000, en la Sala Social de este Supremo Tribunal, el conocimiento de la presente causa por las razones que a continuación se transcriben:

 

 

“...Para resolver la regulación de competencia solicitada debe la Sala atender a lo dispuesto en el artículo 71 del Código de Procedimiento Civil el cual dispone: (Omissis). Observa la Sala, que en el artículo antes Transcrito no precisa cuál de las Salas de este Supremo Tribunal es la llamada a dirimir el conflicto de competencia suscitado, por lo que es preciso determinar, en orden a la normativa vigente a cuál corresponde decidir. Al efecto el numeral 21 del artículo 42 en concordancia con el artículo 43 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, determina como competencia de la Sala de Casación Civil de este Alto Tribunal ‘Decidir los conflictos de competencia entre tribunales, sean ordinarios o especiales, cuando no exista otro tribunal superior y común a ellos en el orden jerárquico’. Ahora bien, la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela prevé en su artículo 262 la creación del Tribunal Supremo de Justicia y de las Salas que lo integran. Asimismo otorga, en forma expresa, ciertas competencias a sus distintas Salas y deja a cargo de la respectiva ley orgánica, la cual deberá ser aprobada por la Asamblea Nacional dentro del primer año contado a partir de su instalación, la distribución de otras no atribuidas expresamente.

A los fines de mantener el funcionamiento integral del Estado, debe esta Supremo Tribunal continuar en su labor como máximo administrador de justicia. Por tanto, aun cuando no haya sido dictada hasta el presente la aludida ley orgánica, reguladora de las funciones de este Supremo Tribunal, sus Salas están obligadas a conocer y decidir todos aquellos casos que cursaban por la extinta Corte Suprema de Justicia, así como aquellos que ingresen, atendiendo a la afinidad existente entre la materia debatida en el caso concreto y la especialidad de cada una de las Salas (véase decisión de esta Sala del 17 de enero del presente año, caso: José Ramírez Córdoba vs. Consejo Nacional Electoral). En este sentido, la vigente Constitución establece en su artículo 262 lo siguiente: (Omissis).

 

En el caso de autos la parte demandante compuesta por los ciudadanos Ernesto Cordero, Eddy Vargas Loyo, Teófilo Díaz y otros, los cuales prestaban servicios para el Ministerio de Agricultura y Cría, ahora Ministerio de la Producción y el Comercio, en calidad de obreros, introdujo una demanda por cobro de prestaciones sociales, asunto que reviste carácter afín con las competencias atribuidas a la Sala de Casación Social, por tratarse de una reclamación en materia laboral, por tanto resulta forzoso para esta Sala declinar la competencia para la regulación pertinente en la Sala Social de este Tribunal Supremo de Justicia. Así se decide.

 

 

 

- II -

 

 



Ahora  bien,  establece  el  Artículo  1  de  la Ley 

 

Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo que:

 

“Los asuntos contenciosos del trabajo, que no correspondan a la conciliación ni al arbitraje, y en todo caso, las cuestiones de carácter contencioso que suscite la aplicación de las disposiciones legales y de las estipulaciones de los contratos de trabajo, serán sustanciados y decididos por los Tribunales del Trabajo que se indican en la presente Ley”.(Subrayado de la Sala).


En este mismo sentido dispone el artículo 655 de la Ley Orgánica del Trabajo:

 

“Los asuntos contenciosos del Trabajo cuyo conocimiento, sustanciación y decisión no hayan sido atribuidos por esta Ley a la conciliación o al arbitraje o a las Inspectorías del Trabajo continuarán su tramitación en los Tribunales del Trabajo o Juzgados de Estabilidad Laboral previstos por esta Ley…”

 

 


Al respecto, en cuanto a la condición de obreros de los accionantes, establece el último aparte del artículo 8 de la referida Ley Orgánica que:

 

“Los obreros al servicio de los entes públicos estarán amparados por las disposiciones de esta Ley”.

 

 

 


Por otra parte, de acuerdo con las reglas interpretativas de competencia contenidas en los artículos 59 (Principio de la prevalencia de las normas del trabajo, sustantivas o de procedimiento), y 60 (Principio del orden jerárquico de aplicación de las normas laborales) de la Ley Orgánica del Trabajo, la competencia contencioso especial laboral, salvo los casos de excepción previstos en la referida Ley, corresponde a los juzgados de la causa en materia laboral, es así, que las normas contenidas en la Ley Orgánica del Trabajo son especiales ya que regulan la competencia contencioso administrativo especial laboral, con respecto a las de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, que regula el contencioso administrativo de manera general, existiendo entre ellas una relación de especie a género.


En consecuencia, las normas contenidas en la Ley Orgánica del Trabajo, de carácter procesal, de rango orgánico y especial, son de aplicación preferente a cualquier otra norma de igual jerarquía como lo es la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia.



Por ende, y teniendo en consideración que los accionantes Cordero Ernesto, Vargas Loyo Eddy, Díaz Teófilo, Bravo Carlos, Pineda Javier, Márquez Domingo Dario y Salvador Blanco Manuel, manifiestan en el libelo de demanda su calidad de obreros al servicio del Ministerio de Agricultura y Cría, que, la pretensión incoada se refiere eminentemente a materia laboral, como lo es la reclamación de diferencia de prestaciones sociales, y no observándose en autos contradicción alguna a esta situación, y siendo que el tribunal competente por el territorio puede ser a elección del demandante; 1) el lugar donde prestó el servicio; 2) el lugar donde se puso fin a la relación laboral; 3) el lugar donde se celebró el contrato de trabajo; 4) el domicilio del demandante, debe concluir esta Sala que el régimen jurídico aplicable en el presente caso es el de la Ley Orgánica del Trabajo, debiendo el presente proceso ser sustanciado y decidido por el Juzgado de Tercero Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, aplicando el procedimiento especial establecido en la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo. Y así decide.

 

DECISIÓN


En mérito de las precedentes consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando Justicia en nombre de la República Bolivariana de Venezuela y por autoridad de la Ley, declara COMPETENTE para conocer del presente juicio al Juzgado de Tercero Primera Instancia en lo Civil, Mercantil, Agrario, del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón, al cual se ordena remitir el respectivo expediente.

 


Publíquese, regístrese y particípese esta decisión al Juzgado Superior en lo Civil, Mercantil, del Tránsito, del Trabajo y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Falcón.

 

El Presidente de la Sala,

 

 

 

_________________________

OMAR ALFREDO MORA DÍAZ

 

 

 

 

El Vicepresidente,

 

 

 

______________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

 

 

 

 

 






Magistrado-Ponente,

 

 

 

_________________________





      ALBERTO MARTINI URDANETA

 

 

La Secretaria,

 

 

____________________
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